
 

 

 

 

CC. SECRETARIOS DE LA MESA DIRECTIVA 

DEL  H. CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA 

P R E S E N T E S: 

El que suscribe, Diputado JOSÉ ÁNGEL RICARDO PÉREZ GARCÍA, integrante 

de la Quincuagésima Novena Legislatura del Honorable Congreso del 

Estado y en mi carácter de Representante Legislativo de Movimiento 

Ciudadano, y Diputada MARIA DEL SOCORRO QUEZAA TIEMPO, quien se 

unió a dicha iniciativa;  con fundamento en lo dispuesto por los artículos, 57 

fracciones I y II, 63 fracción II y 64 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Puebla; 17 fracciones IV y XI, 41 fracción I, 43, 46 de la 

Ley Orgánica de Poder Legislativo del Estado de Puebla; 93 fracción VI, 128 

y 130 del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado, someto 

a consideración de este Honorable Cuerpo Colegiado el siguiente: 

INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE SOLICITA AL HONORABLE 

CONGRESO DEL ESTADO, LA REFORMA AL LIBRO SEGUNDO, FAMILIA, 

CAPÍTULO PRIMERO, REGLAS GENERALES, ARTÍCULO 294 DEL CÓDIGO CIVIL 

PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA. 

 EXPOSICION DE MOTIVOS 

Toda vez que el orden Jurídico que nos rige debe ser armónico, coherente 

y sistemático entre el Federal, el de los Estados e inclusive las diversas 

reglamentaciones Municipales, a efecto de evitar los conflictos intra-

sistemáticos y lograr con ello el orden público, el cual se comprende como 

aquel, que nos es dado para que exista una mejor armonía y convivencia 

social, que es una de las aspiraciones del Estado. 

Es por lo que, al análisis de la funcionalidad de la norma constitucional, se 

revela una particularidad del derecho, en donde él mismo regula su propia 

creación, pues una norma determina cómo otra norma debe ser creada y, 

además, en una medida variable, cuál debe ser el contenido.  



 

 

 

En razón del carácter dinámico del derecho, una norma sólo es válida en 

la medida en que ha sido creada de la manera determinada por otra. 

Para describir la  

 

 

relación que se establece así entre dos normas, una de las cuales es el 

fundamento de la validez de la otra, puede recurrirse a imágenes 

espaciales y hablar de norma superior y de norma inferior, de 

subordinación de la segunda a la primera.  Un orden jurídico no es un 

sistema de normas yuxtapuestas, sino coordinadas. Hay una estructura 

jerárquica y sus normas se distribuyen en diversos estratos superpuestos. La 

unidad del orden reside en el hecho de que la creación — y por 

consecuencia la validez— de una norma está determinada por otra 

norma, cuya creación, a su vez, ha sido determinada por una tercera 

norma. Podemos de este modo remontarnos hasta la norma fundamental 

de la cual depende la validez del orden jurídico en su conjunto. Si para 

comenzar nos limitamos al orden jurídico nacional, podemos describir 

esquemáticamente su estructura jerárquica de la manera siguiente: de 

acuerdo con la norma fundamental, cuyo carácter hipotético ya hemos 

definido, el grado superior. 

El derecho positivo es la Constitución, entendida en el sentido material de 

la palabra, cuya función esencial es la de designar los órganos 

encargados de la creación de las normas generales y determinar el 

procedimiento que deben seguir. Estas normas generales forman lo que se 

denomina la legislación. La Constitución puede también determinar el 

contenido de ciertas leyes futuras al prescribir o prohibir tal o cual 

contenido. 

 

 



 

 

 

 La prescripción de un contenido determinado equivale a menudo a la 

promesa de dictar una ley, pues, las más de las veces la técnica jurídica no 

permite prever una sanción para el caso en que dicha ley no sea dictada. 

Por el contrario, una Constitución puede, con mayor eficacia, prohibir las 

leyes que tengan un determinado contenido. Así, cuando una Constitución 

moderna, establece una lista de derechos individuales básicos, tales como 

la igualdad ante la ley o la libertad de conciencia, dicha Constitución 

prohíbe por ello mismo la sanción de leyes que consagren desigualdades 

entre los sujetos de derecho o que ataquen alguna de las libertades que 

les están garantizadas 

 La técnica jurídica permite dar eficacia a dicha prohibición al declarar 

personalmente responsables al jefe del Estado, o a los Ministros que han 

tomado parte de la sanción de una ley inconstitucional, o al prever la 

derogación o anulación de dicha ley. Esto supone, sin embargo, que una 

ley no puede derogar la Constitución, y que para modificarla o derogarla 

es preciso llenar condiciones especiales, como por ejemplo una mayoría 

calificada o un quorum más elevado. En otros términos, es necesario que la 

Constitución haya previsto para su modificación o derogación un 

procedimiento diferente del legislativo ordinario y que presente mayores 

dificultades. 

La legislación y el concepto de fuente del derecho, es inmediatamente 

después de la Constitución, pues encontramos las normas generales 

emanadas del procedimiento legislativo, las cuales determinan no sólo los 

órganos y el procedimiento, sino también y sobre todo el contenido de las 

normas individuales que han de ser dictadas por las autoridades judiciales 

como lo es la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de igual forma por 

autoridades administrativas. En tanto que la Constitución tiene por función 

esencial regular la creación de leyes y se ocupa poco o nada de su 

contenido, la legislación determina tanto la creación como el contenido 

de las normas judiciales y administrativas.  

 



 

 

 

Las leyes pertenecen, pues, a la vez, al derecho material y al derecho 

formal; el código penal y el código civil son completados por los códigos 

de procedimiento en lo penal y civil; las leyes administrativas, por las leyes 

de procedimiento administrativo. La relación entre la legislación y la 

jurisdicción o la administración, es así, de manera general, parecida a la 

que existe entre la Constitución y la legislación. La única diferencia reside 

en la manera en que la norma superior determina a la norma inferior. En un 

caso, el elemento formal prepondera sobre el elemento material; en el 

otro, los dos elementos se equilibran. 

Deducido del estudio anterior y toda vez que la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, emitió la Tesis Jurisprudencial 43/2015(10ª.) y que a la letra 

dice:  

MATRIMONIO. LA LEY DE CUALQUIER ENTIDAD FEDERATIVA QUE, POR UN 

LADO, CONSIDERE QUE LA FINALIDAD DE AQUÉL ES LA PROCREACIÓN Y/O 

QUE LO DEFINA COMO EL QUE SE CELEBRA ENTRE UN HOMBRE Y UNA 

MUJER, ES INCONSTITUCIONAL. Considerar que la finalidad del matrimonio 

es la procreación constituye una medida no idónea para cumplir con la 

única finalidad constitucional a la que puede obedecer la medida: la 

protección de la familia como realidad social. Pretender vincular los 

requisitos del matrimonio a las preferencias sexuales de quienes pueden 

acceder a la institución matrimonial con la procreación es discriminatorio, 

pues excluye injustificadamente del acceso al matrimonio a las parejas 

homosexuales que están situadas en condiciones similares a las parejas 

heterosexuales. La distinción es discriminatoria porque las preferencias 

sexuales no constituyen un aspecto relevante para hacer la distinción en 

relación con el fin constitucionalmente imperioso. Como la finalidad del 

matrimonio no es la procreación, no tiene razón justificada que la unión 

matrimonial sea heterosexual, ni que se enuncie como "entre un solo 

hombre y una sola mujer". Dicha enunciación resulta discriminatoria en su 

mera expresión.  

 



 

 

 

Al respecto cabe recordar que está prohibida cualquier norma 

discriminatoria basada en la orientación sexual de la persona. En 

consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, 

tanto por parte de autoridades estatales como de particulares, pueden 

disminuir o restringir los derechos de una persona a partir de su orientación 

sexual. Así pues, bajo ninguna circunstancia se puede negar o restringir a 

nadie un derecho con base en su orientación sexual. Por tanto, no es 

factible hacer compatible o conforme un enunciado que es claramente 

excluyente.   

Con base en los antecedentes jurisdiccionales emitidos por la Corte, y a fin 

de que la norma sustantiva Civil en nuestra entidad sea congruente con la 

resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; atendiendo a 

que, dentro del orden jurídico estatal, se carece de la regulación actual 

de los matrimonios entre personas del mismo género. De la misma forma y 

en virtud de lo preceptuado en los artículos 1º y 133 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que todas las personas 

gozarán de los derechos humanos reconocidos en la citada Carta Magna 

y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea  parte; 

es por lo anteriormente expuesto que se presenta la siguiente: 

INICIATIVA DE DECRETO POR LA CUAL SE SOLICITA AL HONORABLE 

CONGRESO DEL ESTADO, LA REFORMA AL LIBRO SEGUNDO, FAMILIA, 

CAPÍTULO PRIMERO, REGLAS GENERALES, ARTÍCULO 294 DEL CÓDIGO CIVIL 

PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, para que quede como 

sigue:       

 

 

 

 

 



 

 

 

Artículo 294.- El matrimonio es un contrato civil, y por tanto, la unión de dos 

personas para realizar la comunidad de vida, en donde ambos se 

procuran respeto, igualdad y ayuda mutua. 

PALACIO DEL PODER LEGISLATIVO  

CUATRO VECES HERIOICA PUEBLA DE ZARAGOZA 

 A     DE AGOSTO DE 2017 

REPRESENTACIÓN LEGISLATIVA DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

 

 

                            DIP. JOSÉ ÁNGEL RICARDO PÉREZ GARCÍA 

 

 

 

DIP. MARIA DEL SOCORRO QUEZADA TIEMPO. 


